
Jueves 15 febrero 199028

3965

BüE núm. 40. Suplemento

cer, en el orden procesal civil, .un requisito en pro~ec~ión de los
Diputados y Senadores Que, e~ qtamfiesta ~Ontra~ICcI~n ~~n lo
dispuesto en el ano 71 de la COnStItuCIón, pueda lm~dlr el eJerciCIO del
derecho a la tutela judicial, acudiendo al procedimiento de sus~ituir el
privilq;io de la in~olabi1idad -garantia d~ na~u.raleza sustantIva que
desplicp. su eficaeta dentro del prORSO, ImpIdiendo a los Jueces y
Tribunales, cuando así corresponda, la obligación de tener presente en
sus Sentencias la irresponsabilidad de los parlamentarios por las
opiniones que expresen en el ejercicio de sus funciones parlamentarias­
por una exorbitante Pr.ern?Ptiva que traslada, más allá de las previsio­
nes constitucionales, la disponibdidad del pro:ceso a un órgano f!0
judicial y, con ello. la de la potestad jurisdlc~IonaJ de control.ar, sin
Injerencias extraftas, el uso que los parlamentanos hagan de su Itbenad
de expresión y la aplicación al mismo de la garantía de la inviolabilidad.

En resumen, se introduce por el legi~ladC?r ordinario, a. tra~és de u~a
norma extensiva del arto 71 de la COnStituCIón, una autonzaetón previa.
que dicho precepto constitucional sólo consiente en los p~ocesos penales,
creúIdoIe así UDa institución híbrida, compuesta a panIr d~ elementos
conceptuales de la inviolabilidad a los que ~ añade un Instrumen~

autorizatorio,~ y exclusivo de la inmumdad, qu~ carece ~e.en~aJe
constitucional y conlleva una irrazonable y desproporcionada lImitación
del derecho a la tutela judicial en ·cuanto impide el ejercicio indepen­
diente de la jurisdicción y, por tanto. resulta desprOVista de la debida
justificación tanto deIde de la perspectiva del an. 71 de la Constitución
como desde'la que corresponde al arto 24.1 de la misma.

Obviamente., la' insconstitucionalidad de la autorización, previa,
introducida por la Ley Orgánica 3/1985; de 29 de mayo, en el arto 2.2
de la Ley Or¡ánica 1/1982, de S de mayo, arrastra, y así debe declararse
en aplicación del 8ft. 39.1 de la LOTC, la de toda la modificación
nonnativa oPCI'&dapor aquella Ley, t?uesto que la frase que antec~ ~
inciso final del p4rrafo pnmero del Citado arto 2.2, además de ser inútIl
repetición de lo dispuesto en el arto 71 de la Constitución. funciona
como mero antecedente de dicho inciso final y el párrafo segundo es
simple coRSCCUeDcia del mismo.

Ha decidido

Estimar la presente cuestión de inconstitucionalidad, y, en su vinud:

Declarar inconstitucional _y, por consi.¡uiente, nula la adición
al art. 2.2 de la Ley Orgánica 1/1982, de S de mayo, realizada por la Ley
Orpnica 3/1985, de 29 de mayo, en la que se dispone: «o por imperativo
del artículo 71 de la Constitución, cuando se trate de opiniones
manifestadas por Diputados o Senadores ~n el ejercicio de sus funciones.
Iniciado un prOceso- civil en aplicación de la presente Ley, no podrá
seguirse contra un Diputado o Senador sin la previa autorización del
Con~ de los Diputados o del Senado. La previa, autorización será
tramItada por el procedimiento previstó para los suplicatorios.»

Publíquese esta sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a dieciocho de enero de mil novecientos
noventa.-Franciscc.. Tomás y. Valiente.-Francisco Rubio LIo·
rente.-Antonio Truyol Sem.-Femando García·Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vep Benayas.-Eugenio Díaz Eimil.-Miguel Rodríguez­
Piñero y Bravo·Ferrer.-Jesús Leguina Villa.-Luis López Guerra.-José
Luis de los _Mozos y de los Mozos.-Alvaro Rodriguez-Bereijo.-Vicente
Gimeno Sendra.-Finnados y rubricados.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTOIUDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
EsPAROLA,

asistido de Letrado, contra el Auto de la Sala Primera del Tribunal
Supremo que declaró no haber luga~ al recurso. de .casaci~n .núm.
1.350/1987, interpuesto contra SentencIa de la AudiencIa Temtonal de
Palma de Mallorca. Ha sido parte el Ministerio Fiscal. Fue P-onente el
Magistrado don Eugenio Díaz Eimi~. quien expresa el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

l. Por escrito presentado en el Registro de este Tribunal el día 8 de
enero de 1987, el Procurador don Carlos Zulueta Cebrián, actuando en
nombre y representación del Club «Ciclista Palma», interpuso recurso
de amP.8ro contra el Auto de 2 de diciembre de 1987,.de la Sala Prim~~
del Tnbunal Supremo, que declaró no haber lugar al recurso de casaClOn
numero t.350/19~7 fonnulado por la ~n~dad demD:nda~1te fre:nte. a
Sentencia pronunetada por la Sala de lo Ctvd de la Audlencla Terntonal
de Palma de Mallorca.

2. La demanda se fundamenta en los siguientes antecedentes:
., a) El19 de enero de 1986, III fallecer el Presiden~e del Club «Ciclista

Palma», su viuda, doña Trinidad Riera Satle, mtentó, alegan ser

Sala Segunda. Sentencia 1011990, de 29 de enero. Recurso
de amparo 3111988, contra Auto del Tribunal Supremo que
declaró no. haber lugar a recurso de casación interpuesto
contra Sentencia de la Audiencia Territorial de Palma de
MaiJorca- recaída en juicio declarativo de menor cuantía.
Vulneracion del derecho a la litte/a judicial efectiva por
interpretación indebida del. requisito de habilitación del
Abogado.

La Sala ~unda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco RublO L1orente, Presidente; don AnIonio Troyol Sem, don
Eugenio Díaz Eimil. don Miguel Rodrígue7~Piñcro y Brav~Ferrer, ~?n
José Luis de los Mozos y de los Mozos y don Alvaro Rodnguez BerelJo,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la siguiente

SENtENCIA
En el recurso de amparo numo 31/1988, interpuesto por el.C1ub

~Ciclista Palma». representado por don Carlos de Zulueta Cebrián· y

actuación, por su finalidad, se limita al proceso penal, una vez
desaparecida de nuestro ordenamientó jurfdico la prisión por deudas y
la priva~6n de Iibenad derivada de actos administrativos.

4. Lás precedentes consideraciones aenerales conducen, confonne
razona 18 referida Sentencia, a que, por disposición del art. 71 de la
Constitución. la única pretroptiva parlamentaria que puede justificar la
suspensión y archivo de las aetuacionesjudiciales es la de la Inmunidad,
pues únicamente es esta: institución la que constitucionalmente ~ite
la exisencia de dicho l're5Upuesto procesal. Sin embar&o. la inmunidad
parlamentaria se mamfiesta inapropiada para impedir el cuno.de una
demanda civil interpuesta contra un parlamentario, pues el sentido
propio de las palabras empleadas por el art. 71 de la Constitución y la
razón misma de la institución excluyen. con absoluta claridad, que su
protección se extienda a proctsos que no sean penales; es decir, que no
entnu\en la eventualidad de que sean utilizados con la intención de
perturbar el funcionamiento de la Cámara o alterar su composicián,
mediante la posible privación de la libertad del parlamentario.

Se sigue de ello que la «previa autorización» que requiere el ano 71
de la Constitución para inculP:llr o procesar a Diputados o Senadores no
puede exigirse para la admiSión, tramitación_ y resolución de demandas
civiles que en nada pueden afectar a su libertad- personal y, en
consecuencia, que la extensión del ámbito civil de dicha garantía
procesal resulta constitucionalmente ilqítima~ sin que, por otro lado.
esta ilegitimidad pueda eludirse, según se deja dicho, acudiendo al
procedimiento de trasladar el requisito excepcional de la previa autori~
zación parlamentaria al ámbito de la inviolabilidad, _pues semejante
desnaturalización de este prjvilegio no viene consentido por la Constitu~
ción; ya que. según se deja dicho, la inviolabilidad es una prantía
sustantiva que, en cuanto excluye la responsabilidad juridica de Dipu~

tados y Senadores por las opiniones manifestadas en el ejercicio de su
función parlamentaria, no requiere la in~sición de-una autorización
previa, que; al carecer de expresa cODsapaCJón constitucional, solamente
podría introducirse a través de una especie de vía analógica que no
consiente la interpretaciónestrieta que merecen todas las prerroptivas,
las cuales, de acuerdo con 10 razonado, no suministran fundamento
constitucional para condicionar o impedir la prestación de la función
jurisdiccional con autorizaciones preVIas para proceder en el orden civil
contra parlamentarios.

5. _Los evidentes términos de generalidad y abstracción en que
viene formulada la doctrina expuesta convienen en inocua la línea de
defensa eIe¡ida por el Abopdo del Estado, que. aceptándola implícita~
mente, intenta reducir su aplicación al supuesto concreto en relación con
el cual se pronunció, adUCIendo que la declaración de inconstitucionati·
dad de la norma legal cuestionada requiere indqar.más allá de ese caso
concreto, la naturaleza y finalidad de la prem>gativa y detenninar si. en
función de ellas, existen razones que permitan avalar su leaitimidad
constitucional. las cuafes encuentra en la insuficiencia de la inviolabili.
dad, pues, al quedar diferida su eficacia al momento de dictarse
sente~a, no protege a los parlamentarios del posible efecto perturbador
que la simple existencia del proceso puede suponer.

Las razones de tipo general y abstracto que reclama el Abogado del
Estado son precisamente las que se han dejado ya expuestas, pero ello
no cs· obstáculo para que reiteremos aquí que siendo cierto que los
parlamentarios -al iiW'1 que todas aquellas penanas que intervienen en
las contiendas políticaS, o sean profesional~s de ·la información o se
dediquen a actividades en las que frecuentemente expresan opiniones o
emiten informaciones con trascendencia pública que pueden -afectar al
honQr, intimidad o imagen de otros ciudadanos- están expuestos al
rieseo de tener que soportar demandas civiles por parte de las persono
~ue co~~idere,,!- qu~ las opiniones "'!anifestadas por aquéllosentradan
mtromI51oneS Ilegítimas en sus refendos derechos fundamentales. pero ­
ello no constituye justificación razonable y proporcionada para estable·
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Vicepresidente, asumir la Presidencia del Club. La Directiva del Club,
sin embargo. nombró a don José Sona Arjona Presidente accidental, en
tanto se nombrara nuevo Presidente.

b) Doña Trinidad Riera presentó demanda enjuicio declarativo de
menor cuantía. reclamando que._ en fazón de su cargo de Vicepresidente,
por fallecimiento del Presidente. le correspondía desempenar las funcio­
nes del mismo desde el 19 de enero de 1986 y que los actos,
convocatorias y acuerdos del Club a partir de tal fccha eran nulos.

El Juzgado de Primera Instancia desestimó dicha demanda en
Sentencia de 2 de octubre de 1986. Que, apelada. fue revocada por la Sala
de 10 Civil de la Audiencia Territorial de Palma de Mallorca por
Sentencia de 30 de mayo de 1987.

c) Contra la Sentencia de apelación, notificada el 3 de junio, se
interpuso recurso de casación con fecha 9 del mismo mes y año, recurso
que se formalizó por escrito de 23 de octubre. La Sala Primera del
Tribunal Supremo tuvo por interpuesto dicho recurso mediante provi·
dencia de 29 de octubre. asignándole el núm. 1.350/1987.

d) El escrito formalizando el recurso de casación iba firmado por
el Le,~ildo Juan Ginard Sánchez, Colegiado perteneciente al ilustrísimo
Colegio de Abogados de Baleares, quien había estado encargado de la
defensa del Club «Ciclista Palma». desde el inicio del Procedimiento y
que. según afirma la Entidad actora. en cumplimiento de lo dispuesto en
la Ley de 8 de julio de 1980, solicitó del Colegio de Abogados de Madrid
la habilitación para actuar ante el Tribunal Supremo mediante escrito de
fecha 23 de octubre de 1987. presentado el mismo día.

El 2de diciembre de 1987, la Sala Primera del Tribunal Supremo,
dictó Auto declarando la inadmisión del recurso por ser extemporánea
la habilitación conferida por el Colegio de Abogados de Madrid
conforme a la Ley de 8 de julio de 1980.

3. Estima el demandante que la resolución que impugna vulnera lo
dispuesto en el art. 14 de la Constitución que garantiza el principio de
igualdad, al resultar discriminados los Letrados "de los diferentes
territorios del Estado frente a quienes lo son de Ma'lrid, al exigirse su
habilitación para poder actuar ante un órgano de con petencia nacional.
Asimismo. considera que se infringe también el arto ; ti de la Constitu­
ción. que garantiza la tutela judicial efectiva de los I,(~rechos e intereses

'. legítimos. Solicita la nulidad del Auto impugnado y a retroacción de las
actuaciones al momento anterior a dictarse. Se ' Ide también que se
declare inconstitucional el núm. 4 del arto 1.710 (~la Ley de Enjuicia·
miento Civil y parte del arto 1 de la ley 38/19,0, de 8 de julio. Por
escrito posterior se solicitó [a suspensión de la ej' cución de la resolución
recurrida. '

4. Mediante providencia de 14 de ma"zo de 1988, la Sección
Primera del Tribunal Constitucional aco~ió admitir a trámite la
demanda de amparo y solicitar a los órganos Judiciales intervinientes en
los autos certificación o copia adverada de la~s actuaciones. así como que
practicasen los emplazamientos que fueran procedentes.

Por providencia de 18 de abril de 1989, la referida Sección tuvo por
personada y parte en el procedimiento a doña Trinidad Riera Batle, que
lo había solicitado por escrito presentado el 8 de abril de 1988.
Asimismo, acordó dar vista de las actuaciones a las partes personadas
y al Ministerio FiscaL al o~jeto de que formularan las alegaciones que
estimasen oportunas.

5. Por providencia de 6 de abril de 1988, la antes citada Sección
acordó formar la correspondiente pieza separada para resolver la
suspensión solicitada. Efectuadas alegaciones por las partes personadas
y por .el Ministerio Fiscal. la Sala Primera del Tribunal Constitucional,
por Auto de 23 de mayo de 1988. denegó la suspensión de la ejecución
de la resolución impugnada. por entender prevalente el interés general
unido al principio de eficacia de las resoluciones judiciales sobre los
intereses particulares presentes en el juicio a qua, expresión tan sólo de
un conflicto privado de escasa relevancia.

6. Por escrito presentado el 13 de mayo de 1988, la parte actora
reiteró las alegaciones formuladas en la demanda de amparo sobre la
necesidad de interpretzr el requisitode la firma de Abogado de manera
no formalista. de conformidad con el arto 24.1 de la Constitución, así
como sobre la inconstitucionalidad del apartado 4 del arto 1.710 de la
Ley de Enjuiciamiento CiviL por 'causar ·indefensión al excluir todo
recurso frente a la inadmlsión de los recursos de casación. Asimismo. se
reiteró la alegación de violación del arto 14 C.E. en relación con los
Abogados de fuera de Madrid.

La parte demandada, en escrito presentado el 20 de mayo de 1988,
sostiene que el' Letrado demandante incumplió una obligación legal­
mente- prevista. 10 que ha determinado la inadmisión del recurso de
casación interpuesto. sin que ello suponga. en consecuencia, la vulnera­
cióndel arto 24.1 de la Constitución.-Niega también que el requisito de
la habilitación suponga discriminación alguna. puesto que es de aplica­
ción general para los Letrados de cualquier Colegio de España.

7. El Fiscal. ante el Tribunal Constitucional, tras referirse a la
jurisprudencia constitucional sobre observancia de los requisitos proce­
sales por las partes. señala que la peculiaridad de este recurso es que la
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¡nadmisión del recurso de casación se decreta por el Tribunal Supremo
por la extemporaneidad de la habilitación del Letrado recurrente, pero
que dicha habilitación no consta en autos. La habilitación que sí consta
es la del Letrado de la parte recurrida que. al pertenecer también al
Colegio de Baleares solicitó y le fue otorgada dicha habilitación.
Entiende el Fiscal.· por otra parte, que la falta de constancia de la
habilitación del Letrado recurrente es irrelevante, puesto que el escrito
de interposición del recurso fue firmado por Letrado del Colegio de
Madrid, en concreto por don Eduardo de Zulueta.

Por ello, afirma el Fiscal. el recurso fue inadmitido por un error
evidente, al creer el Tribunal Supremo que la habilitación que consta en
autos correspondía al Letrado recurrente y considerar que la misma era
extemporánea. Estima también el Ministerio público que la habilitación
del Letrado recurrente sólo será precisa en caso de que quiera asistir a
la vista, así como que resulta irrelevante el hecho de que la habilitación
concedida al Letrado de la parte recurrida fuese extemporánea, ya que.
por un lado, dicha parte puede personarse en cualquier momento y, por
otro, porque el eventual incumplimiento del requisito por dicho Letrado
no podría determinar la inadmisión del recurso interpuesto por la otra
parte.

Finalmente, anadeel Fiscal, incluso si el supuesto fuera el que
considero el Tribunal Supremo, la inadmisión habría conculcado el arto
24.1 C.E., ya que la habilitación es un requisito subsanable y su falta
hubiera debido determinar la apertura de un plazo a tal objeto, segun se
indicó en la STC 139/87, de 22 de julio.

8, Mediante providencia de 4 de diciembre pasado, se señaló para
deliberación y fallo el dia 29 de enero. fecha en que tuvo lugar.

11. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparo se interpone contra el Auto de la
Sala de lo Civil del Tribunal Supremo de 2 de diciembre de 1987. en el
que se declara no haber lugar a la admisión,del recurso de casación numo
1.350/87, con fundamento en ser extemporánea la habilitación para
ejercer en Madrid confcrida por el Colegio de Abogados de dicha capital
en aplicación de lo dispuesto en la Ley de 8 de julio de 198"0.

Alega el demandante de amparo, además de otras razones, que dicha
inadmisión vulnera el derecho a la tutela judicial efectiva, reconocido en
el arto 24.1 de la Constitución, en cuanto que es resultado de una
interpretación restrictiva. formalista y desproporcionada del requisito de
habilitación del Abogado que resulta incompatible con el derecho de
acceso a los recursos legalmente establecidos que garantiza el citado
derecho fundamental.

2. Reiterada y constante doctrina constitúcional ha dejado estable·
cida que la inadmisión de un recurso por el órgano judicial no supone.
en principio, vulneración del derecho a la tutela judicial si el recurrente
incumple los presupuestos y requisitos procesales legalmente estableci·
dos. Se ha matizado también, sin embargo. que la inadmisión de los
recursos es uro: garantía de la integridad objetiva del proceso y no una
sanción a la parte que incurre en defectos procesales y que, por ello. no
debe rechazarse un recurso defectuosamente interpuesto o formalizado
sin dar previamente ocasión a la subsanación de los defectos advertidos,
sien:tpre que no tengan su· origen ~n una actitud.ne~ligent~ o n:taliciosa
del mteresado y no dane la regulandad del procedImIento ni los mtereses
de la parte contraria. Equivale ello a decir que el derecho a la tutela
judicial impide la clausura de un procedimiento por defectos que pueden
subsanarse, sin perjuicio de otros derechos o intereses igualmente
legítimos. Está, en consecuencia, obligado el órgano judicial a rechazar
toda interpretación formalista v desproporcionada de los presupuestos
procesales que le conduzca a négar el acceso a la jurisdicción, debiendo,
en su lugar, utilizar aquélla que resulte ser la más favorable al ejercicio
del derecho a la tutela judicial. concediendo a la parte la posibilLdad de
subsanar los defectos u omisiones procesales que sean susceptibles de
subsanación. en los términos anteriormente expresados, tal y como. por
otro lado, dispone cl arto 11.3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial
(SSTC 132¡I987, de 21 de julio, 140/1987. de 23 deju!io y 95/1988. de
25 de mayo, entre otras).

La doctrina general expuesta ha sido objeto de aplicación específica
al requisito de la habilitación de Abogado prevista en la Ley de 8 de julio
de 1980 por la STC 139/1987, de 22 de julio. Se señala en ella. en
síntesis, que dicha Ley tiene la finalidad de regular de modo más elástico
y permisivo, con criterios de generalidad. la actuación de los Abogados
colegiados, permitiendo su intervención en los recursos, nacidos de la
causa judicial originaria, que hayan de proseguirse por imperativo le~al

en sedes jurisdiccionales distintas a la de la demarcación de su ColegiO.
Así, la habilitación prevista en esa Ley se configura no como requisito
estrictamente procesal, sino como un inCIdente circunstancial en el
orden procesal que merece, en el caso contemplado por la Sentencia, la
calificación de falta subsanable. negándose a ·ladecisión de otorgar el
amparo por considerar que el Auto recurrido vulneró el derecho a la
tutela judicial al no haberse tenido por subsanada la falta de habilita·
ción, a pesar de constar ésta en las actuaciones en el momento de
dictarsc el Auto de inadmisión del recurso.
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Dada en Madrid, a veintinueve de enero de mil novecientos
noventa.-Francisco Rubio Llorente.-Antonio Truyol Serra.-Eugenio
Díaz Eimil.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer.-José Luis de los
Mozos y de los Mozos.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Firmados y rubrica­
dos.

2. La demanda se basa en los siguientes hechos:

a) Dictada ta Sentencia de la Audiencia Territorial de Burgos. los
actores presentaron el 17 de junio de 1987, escrito ante la misma
preparando recurso de casación, quc se formalizó y fue presentado ante
el registro general del Tribunal Supremo el 14 de octubre de 1987.

b) Los recurrentes estaban asistidos por el Abogado del Colegio de
Burgos, don Andrés Pérez Díaz. quien había actuado ya en las instancias
anteriores. Estc, con fecha 28 de septiembre de 1987, solicitó del Colegio
de Abogados de Madrid, a los efcctos previstos por el arto 1.0 de la
Ley 38/1980, de 8 de julio, habilitación para actuar ante la Sala Primera
del Tribunal Supremo, según certificación que se acompaña del Secreta­
rio del citado Colegio. La correspondiente habilitación fue remitida por
el Ilustre Colegio de Abogados de Madrid al Tribunal Supremo el día 24
de octubre de 1987.

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado y, el). consecuencia:

1.0 AQular el Auto de la Sala de 10 Civil del Tribunal Supremo de
2 de diciembre de 1987 en el recurso de casadón numo 1.350/1987.

2.° Reconocer al demandante de amparo el derecho a la tutela
judicial efectiva, y

3,° Restablecer al demandante en la integridad de dicho derecho v,_
a tal efecto, retrotraer las actuaciones judiciales al momento proce:;ai de
la admisión del recurso de casación, para que resuelva la Sa!:i sobre éste,
otorgando, en su caso, plazo para subsanar el defecto inicialmente
apreciado.

PublíQuese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estadm~.

1. Por escrito que tuvo entrada eu este Tribunal el 10 de febrero
de 1988, el Procurador don José Luis Granízo Cuenca, en nombre y
representación de don Andrés Pérez González y doña Maria del Pilar
Pérez Diaz, interpone recurso de amparo contra el Auto de la Sala
Primera del Tribunal Supremo, de 4 de enero de 1988, notificado según
consta por certificación de la Secretaria del Tribunal Supremo, el 21 de
enero de 1988. Por dicho Auto se declara no haber lugar a la admisión
del recurso de casación interpuesto por la representación de los
recurrentes contra la Sentencia de la Sala de lo Civil de la Audiencia
Territorial de Hurgas, de 6 de junio de 1987, por la que se estimaba el
recurso interpuesto por la Caja de Ahorros y Monte de Piedad del
Circulo Católico de Obreros de Burgos contra sentencia del Juzgado de
Primera Instancia número 3 de la misma capital, de 30 de mayo
de i987. Se invoca el arto 24 de la Constitución.

1. Antecedentes

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE· LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA,

FALLO

subsanación (STC 177/1989, de 30 de octubre) que, en la mayoría de los
casos, hará inevitable que la subsanación se realice fuera del plazo de
fonnalización del recurso. Por ello, la única extemporaneidad a conside­
rar sería la Que se pudiera producir respecto al plazo de subsanación, no
la que se produce respecto al plazo de formalización del recurso,
consecuencia normal del propio trámite de subsanación. Y, sobre todo,
la fecha que tiene relevancia para entender ya cumplimentado el
requisito es la solicitud de la habilitación, pues lo contrario sería hacer
depender de una institución ajena a las partes el efectivo cumplimiento
de requisitos capaces de determinar, en su caso, la inadmisión de
recursos, ya que la tardía tramitación de una solicitud de habilitación
podría incluso, en hipótesis, superar el plazo de subsanación otorgado al
efecto.

Debe, por tanto, estimarse, al igual que se hizo en la Sentencia
referida, Que la interpretación amplia y flexible que merece la exigencia
del requisito de la habilitación \,revisto en la Ley de 8 de julio de 1980,
imponía al órgano judicial bIen el haber otorgado un plazo para
subsanar el defecto cometido en el momento de la formalización del
recurso de casación. bien el haberlo tenido ya por subsanado. Al no
haberlo acordado así, vulneró el derecho a la tutela judicial y más
concretamente, el derecho al acceso a los recursos legalmente estableci­
dos, que se integra en dicho derecho fundamental.

Sala Segunda. Sentencia 11/1990. de 29 de enero. Recurso
de amparo 218/1988. contra Auto del Tribunal Supremo
que deciaró no haber lugar al recurso de casación inter­
puesto contra Sentencia de la Audiencia Territorial de
Burgos, recaMa en autos sobre arrendamientos urbanos.
Vulneración del derecho a la tutela judicial electiva por
interpretación indebida del requisito de hab¡{itación del
Abogado.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Rubio Llorente, Presidente; don Antonio Truvol Serra. don
Eugenio. piaz EimiJ, don Miguel Rodríguez-Piñero y Bra~·o.Ferrer, don
!osé.Lwft-de los Mozos y de los Mozos v don Alvaro Rodríguez Bereijo,
Ma~straq.os, ha pronunciado .

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

De todo lo anterior se deduce que carecen -de fundamento las
alegaciones del actor relativas a la supuesta ¡nconstitucionalidad de. las
normas que prevén el requisito de que ahora se trata y de .aquéllas que
reglan' la admisión de los recursos de casación, pues iOterpretadas
conforme a lo expuesto no suponen violación alguna de derechos
fundamentales.

3. El supuesto aQui contemplado. aunque aparentemente ijéntico a
otros en los que la Sala Primera del Tribunal Supremo ¡nadmitió un
recurso de casación por ser extemporánea la habilitación otorgada al
Letrado recurrente. presenta, sin embargo. como ya se ha indicado en los
antecedentes. alguna peculiaridad fáctica que es preciso considerar. En
efecto, afirma el solicitante de amparo que el mismo día en que
interpuso el recurso de casación, el 23 de octubre de 1987, había
solicitado la habilitación para actuar ante el Tribunal Supremo al
Colegio de Abogados de Madrid. Sin embargo, como ha puest.o de
relieve el Ministerio Fiscal en sus alegaciones, no obra en las actuaclOnes
tal habilitación, sino tan sólo la del Letrado de la parte recurrida. Así,
pues, la decisión de la Sala Primera del Tribunal Supremo de inadmitir
el referido recurso de casación pudo basarse bien en la certIficación de
la habilitación del Letrado recurrente que. por inadvertencia, no haya
sido incorporada a las actuaciones, bien-como cree el Ministerio
Fiscal- en el error de confundir la habilitación del Letrado de la parte
recurrida, Que sí consta en las actuaciones, con la del Letrado recurrente.
Por otra parte. el escrito del recurso de casación interpuesto el 23 de
octubre de 1987 fue firmado. no por el propio Letrado del Colegio de
Baleares Que había llevado el asunto en las instancias previas y
necesitado de la habilitación (don Juan Ginard Sánchez). sino, en su
nombre, por otro Letrado (don Eduardo de Zulueta), perteneciente, al
parecer y ~egun indica el Ministerio Fiscal. al Co.le~io ~e M,adrid.

Pues bien. podria sostenerse. como hace el Mm¡steno publico, que
dicha firma, al ser de Letrado colegiado en Madrid, basta para salvar la
falta de habilitación del letrado recurrente. la cual sólo sería preclsa si
dicho Letrado quiere intervenir en la vista del recurso. Sin embargo,
dado el objeto del presente. recurso. no es preciso entrar en dicha
cuestión, pues lo que resulta indudable es que la causa de ¡nadmisión
aplicada por la Sala del Tribunal Supremo se deba o no a un error, es
contraria· a la doctrina expuesta en el anterior fundamento jurídico. En
efecto, haya o no solicitado la parte recurrente la habilitación el mismo
dia en que interpuso el recurso de casación y se haya otorgado. en su
caso, la misma antes o después de la finalización del plazo de cuarenta
días con que contaba para formalizar el recurso, de no obrar ante la Sala
la referida habilitación en el momento de decidir sobre la admisión,
debió de otorgar un plazo para subsanar dicho requisito. y, desde luego,
si la habilitación ya obraba ante la Sala en dicho momento -supuesto
entonces idéntico al de la Sentencia va mencionada de este Tribunal
numo 139/1987. de 22 de julio-. no debió decretar la inadmisión del
recurso por ser la fecha de su concesión posterior a la finalización del
plazo de interposición del mismo.

En efecto, incluso el incumplimiento total del requisito no dispensa
al órgano judicial del deber de conceder un plazo razgnable para su

En el recurso de amparo numero 218/1988, interpuesto por don
Andrés Pérez González y doña Pilar Pérez Diaz, representados por don
José Luis Granizo García Cuenca y asistidos del Letrado señor Pérez
Díaz, contra el Auto de la Sala Primera del Tribunal Supremo, de 4 de
enero de 1988, que declaró no haber lugar al recurso de casaCIón
interpuesto en autos sobre arrendamiento urbano. Han sido partes la
Caja de Ahorros y Monte de Piedad del Círculo Católico de Obreros de
Burgos, representada por la Procuradora doña Lydia leiva Cavero, y el
Ministerio Fiscal. Fue Ponente el Magistrado don Antonio Truyol Serra,
quien expresa el parecer de la Sala.


